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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 18 de octubre de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Roncoroni, Soria, Pettigiani, Kogan, Genoud, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 85.898, "Hernández, Alejandro Alberto contra Valente, Héctor Félix. Indemnización por despido, etc.".

A N T E C E D E N T E S


El Tribunal del Trabajo Nº 2 de Bahía Blanca rechazó parcialmente la demanda interpuesta; con costas en el modo que especifica a fs. 338.


La parte actora dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 353/359).


Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:


I. El Tribunal de Trabajo nº 2 de Bahía Blanca admitió parcialmente la demanda incoada por Alejandro Alberto Hernández contra Héctor Félix Valente por los rubros que surgen de la liquidación practicada a fs. 335 vta.: indemnización por antigüedad, omisión del preaviso, haber del mes de julio 1999 e integración, sueldo anual complementario ‑2º sem. año 1997, 1998, 1º sem. 1999, proporcional 2º sem. 1999 e incidencia sobre el preaviso‑, comisiones por cobranzas ‑años 1997 (noviembre y diciembre) y 1998 (enero, febrero y marzo)‑ y entrega del certificado del art. 80 de la Ley de Contrato de Trabajo (fs. 326/338).

Sin embargo, rechazó la pretensión deducida por el cobro de los sueldos garantizados ‑e incidencia sobre el sueldo anual complementario‑, diferencias de comisiones por ventas, viáticos y gastos de combustible, indemnizaciones de los arts. 8 y 15 de la ley 24.013 y vacaciones proporcionales correspondientes al año 1997 (arts. 16, C.C.T.. 308/75; 499 del Código Civil; 154, 157 y 162 de la Ley de Contrato de Trabajo; ver fs. 334 y vta./335).


II. Contra la sentencia de grado se alza la actora mediante recurso de inaplicabilidad de ley en el que denuncia absurda valoración de la prueba y violación de los arts. 39, 44 incs. "d" y "e" de la ley 11.653 inc. e) y 47 de la ley 11.653; 34 inc. 4º y 163 inc. 6 del Código Procesal Civil y Comercial; 55, 62, 63, 74, 78, 79, 80, 105, 106, 108, 138, 139, 140, 242, 245, 246 y ccdtes. de la Ley de Contrato de Trabajo; 7, 8, 10, 11 de la ley 14.546; C.C.T. 308/75; arts. 14, 14 bis, 17 y 18, Constitución nacional (fs. 354 vta., 356).


Se agravia, en primer término, por la interpretación que el tribunal asignó al envío postal de fs. 3, ‑a su parecer‑ conducente a la violación del principio de congruencia. Afirma ‑en lo sustancial‑ que el despido se produjo en forma indirecta, por las causales esgrimidas en el telegrama de fs. 4 y que, encontrándose hasta ese momento vigente la relación laboral, resultan procedentes las penalidades de los arts. 8 y 15 de la ley 24.013 (fs. 357).


Considera absurdo imponer al actor la carga de acreditar la existencia de un convenio de exclusividad en el marco de una relación no registrada. Del mismo modo controvierte la solución alcanzada en relación al pago de viáticos y gastos, puesto que lo que se reclama por tales conceptos no es disparatado y se ajusta a la realidad (ver fs. citada).


Asimismo se agravia por el rechazo al pedido de "comisiones por ventas y cobranzas" (fs. 357 vta.). Refiere que el demandado se benefició al no aportar la documentación que hubiera demostrado las operaciones realizadas por el actor durante el vínculo laboral e imputa al tribunal indebida inversión de la carga probatoria, al exigir pruebas imposibles y denegar las consecuencias derivadas del juramento legal.


Por último cuestiona la aplicación del tope del art. 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, puesto que en base a la antigüedad reconocida en la sentencia (noviembre de 1997 a julio de 1999) debió computarse dos sueldos, tal como lo prevé la última parte del precepto normativo antes citado (fs. 358/vta.).


III. El recurso debe prosperar parcialmente.


1. Se agravia el recurrente por el rechazo de las indemnizaciones previstas por la ley 24.013, al considerar que el despido se configuró con la última misiva remitida por el actor (fs. 4). Es dable advertir, más allá de la discrepancia interpretativa del telegrama de fs. 3, que el recurrente guarda silencio en relación a la valoración efectuada por el tribunal de la prueba confesional a que fuera sometido el actor, por cuyo medio reconoció expresamente haber sido despedido en los primeros días del mes de julio de 1999 y que, con posterioridad a ello, envió los telegramas adjuntados en autos (ver veredicto fs. 327 vta. en referencia a las posiciones 5º y 6º del pliego adunado a fs. 323).


Lo dicho evidencia que la crítica esbozada sobre el punto resulta insuficiente para alcanzar la finalidad deseada.


2. Controvierte, asimismo, la conclusión alcanzada por el a quo referida a que Hernández prestó servicios bajo las órdenes del demandado como "viajante no exclusivo" (veredicto fs. 327).


Aun cuando el recurso denota una palmaria insuficiencia técnica, a tenor de lo expresado a fs. 353 in fine y vta., es posible inferir que el repudio a la calificación otorgada por el tribunal, se vincula con la denegatoria del rubro "sueldos garantizados" reclamados en la demanda con sustento en el Convenio Colectivo de Trabajo 308/75.


En la parcela, la impugnación es también ineficaz. Ello así por cuanto el recurrente deja incólume el principal argumento expuesto por el juzgador para arribar a la solución en crisis. Al respecto, resolvió que aun cuando se hubiere acreditado la exclusividad de los servicios, el derecho a la prestación sólo puede admitirse siempre que las sumas percibidas por el viajante no alcancen el mínimo ‑en el caso $ 400‑, situación en la que no se encontraba comprendido el accionante, dado que resultó acreditado que lo cobrado mensualmente ($ 2000) excedía con amplitud esa pauta (ver fs. 234; informe de fs. 267/268; veredicto fs. 328 vta. y sent. fs. 334 vta.; doctrina causas L. 55.430, sent. del 19‑XII‑1995; L. 68.372, sent. del 7‑XII‑1999).


3. Por su parte, es doctrina de este Tribunal que los viáticos forman parte de la remuneración del viajante de comercio, siempre y cuando ello se hubiere convenido entre las partes (conf. causas L. 40.949, sent. del 27‑XII‑1988; L. 47.735, sent. del 23‑XII‑1991; L. 55.661, sent. del 27-VI-1995). Así, cuando se discute ‑como es el caso‑ la causa fuente de la obligación de pagar tal concepto, su demostración corresponde a la parte actora, conforme lo dispuesto por el art. 375 del Código Procesal Civil y Comercial, no siendo de aplicación la inversión de la carga probatoria que dispone el art. 11 de la ley 14.546 (conf. causas L. 34.059, sent. del 14‑XII‑1984, L. 36.905, sent. del 16‑XII‑1986; L. 55.661, sent. del 27‑VI‑1995).

Contrariamente a lo alegado, la solución alcanzada con apego a los precedentes emanados de esta Corte no luce incoherente o absurda.


4. Como se anticipara, cuestiona que se resolviera negativamente el pago de comisiones por ventas y cobranzas (fs. 357 vta.). Arguye en tal sentido, que el tribunal invirtió indebidamente la carga de la prueba, privándolo de los alcances del juramento de ley (arts. 39 de la ley 11.653, 11 de la ley 14.546 y 55 de la Ley de Contrato de Trabajo).


Sabido es que el art. 11 de la ley 14.546 establece que incumbirá al comerciante o industrial la prueba en contrario si el viajante presta declaración jurada sobre los hechos que debieron consignarse en el libro especial a que se refiere el art. 10 del mismo cuerpo legal. La disposición consagra así la inversión de la carga de la prueba, mas la presunción derivada del juramento que condiciona su operatividad, no puede funcionar sino cuando se refiere a hechos concretos. Ello no implica ‑contrariamente a lo afirmado‑ que el trabajador deba aportar una prueba imposible, sino que deba mencionar e individualizar las operaciones por las cuales se reclaman comisiones (conf. doctrina causas L. 38.282, sent. del 17‑XI‑1987; L. 45.600 sent. del 28‑XII‑1990; L. 53.506, sent. del 26‑VII‑1994; L. 54.898, sent. del 10‑VII‑1996; L. 52.099, sent. del 7‑XII‑1993; L. 74.674, sent. del 13‑III‑2002).


En el caso, y por aplicación de la normativa antes citada, el Tribunal tuvo por cierta la fecha de ingreso denunciada en la demanda ‑10 de noviembre de 1997‑ así como el monto que mensualmente percibía ‑$ 2000.‑ (fs. 326 vta. y 328 vta.). También admitió el reclamo de las comisiones por cobranzas según las operaciones que reflejan los talonarios de fs. 5/100 acompañados por el propio accionante (fs. 328 vta.). Empero, desestimó la pretensión por diferencias de comisiones en cuanto no resultó suficiente ‑ante la negativa del empleador‑ la denuncia de un importe global de operaciones ($ 40.000.‑), solución que se ajusta a la doctrina de este Tribunal de Casación, conforme se expresara en el párrafo que antecede (fs. 328 y 334 vta.).


Por lo expuesto, sin que se constate la violación de los preceptos legales que enuncia el actor en el escrito impugnatorio, el fallo debe quedar firme en la parcela.


5. Por último denuncia el recurrente la infracción del art. 245 de la Ley de Contrato de Trabajo (fs. 358/vta.).


El tribunal de origen sostuvo que, a los fines indemnizatorios, debía computarse el tope del art. 245 de la  Ley  de Contrato de Trabajo, que ascendía a la suma de $ 1200, según el convenio colectivo de aplicación ‑308/75‑ (fs. 328 vta.). Así, en atención al tiempo de prestación de servicios, estableció que le correspondía percibir al trabajador la suma de $ 2400 en concepto de indemnización por antigüedad.


Efectivamente, lo resuelto conculca la disposición final del citado precepto normativo, conforme redacción de la ley 24.013 ‑vigente por entonces‑ que establecía que el importe de la indemnización por despido en ningún caso podía ser inferior a dos meses de sueldo sin tope, considerando a tal efecto, la mejor remuneración, mensual, normal y habitual, con sujeción al sistema establecido en el primer párrafo (conf. causas L. 37.586, sent. del 16‑VI‑1987; L. 41.428, sent. del 28‑III‑1989; L. 58.645. sent. del 27‑VIII‑1996; L. 64.066, sent. 15‑IX‑1998; L. 76.759, sent. del 25‑X‑2000).


Por lo expuesto, corresponde casar la sentencia en el aspecto indicado y devolver los autos al tribunal de origen para que practique nueva liquidación del crédito, teniendo en consideración la incidencia del sueldo anual complementario (conf. causas L. 69.864, sent. del 5-VII-2000; L. 70.014, sent. del 30‑VIII‑2000; L. 78.983, sent. del 1‑IV‑2004).


De igual modo, conforme lo solicitado, deberá recalcularse la indemnización por clientela.


IV. En consecuencia, si mi opinión es compartida, corresponde admitir parcialmente el recurso, y devolver los autos al Tribunal de origen para que proceda conforme lo establecido en el punto 5). 


Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.


Costas al actor por los rubros que no prospera su recurso y a la accionada por los que sí (art. 289 del C.P.C.C.).


Los señores jueces doctores Soria, Pettigiani, Kogan y Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Roncoroni, votaron también por la afirmativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente
S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se hace lugar parcialmente al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido con el alcance establecido en el apartado IV del voto emitido en primer término. Vuelvan los autos al tribunal de origen a los fines que allí se indican. Costas a cargo de la parte demandada respecto del agravio que prospera y del actor en relación a los que se rechazan (art. 289, C.P.C.C.).


Notifíquese.
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